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Capítulo 1


Gobernar en una nueva era: Selim III y Mahmut II


[image: ]




En 1798, cuando la expedición de Napoleón Bonaparte desembarcó en Egipto, las ondas expansivas viajaron mucho más allá de las arenas del Nilo. Para el centro imperial otomano en Estambul, la invasión no fue solo una crisis territorial; fue también una contundente demostración de que el poder europeo había entrado en una nueva fase: más rápida, más disciplinada y cada vez más respaldada por la capacidad industrial y un creciente sentido de interés nacional. Aunque el imperio se había enfrentado a rivales europeos durante siglos, este momento se sintió diferente porque expuso vulnerabilidades en la administración, las finanzas y la organización militar de una sola vez. En este nuevo clima, la pregunta para los gobernantes otomanos ya no era si la reforma era deseable, sino si el estado podría sobrevivir sin ella.

El Imperio Otomano a principios del siglo XIX aún gobernaba un vasto territorio multiétnico y multirreligioso que se extendía por los Balcanes, Anatolia, las provincias árabes y el norte de África. Sin embargo, la escala imperial no garantizaba la fortaleza imperial. Las provincias que antes habían estado estrechamente vinculadas al centro mediante una combinación de impuestos, patrocinio y autonomía negociada, ahora mostraban bordes más afilados de independencia. Los notables locales —a menudo llamados ayan— habían ganado influencia al controlar la recaudación de impuestos, las milicias y las rutas comerciales regionales. Mientras tanto, los antiguos acuerdos militares del imperio, en particular los jenízaros, ya no estaban alineados de manera fiable con las necesidades del centro. En muchas ciudades, funcionaban como un grupo de interés urbano, entrelazado con gremios y la política local, resistiéndose a los cambios que amenazaban sus privilegios. En consecuencia, incluso una reforma bien intencionada podía percibirse como un ataque a los medios de vida y al honor, y no como un simple ajuste administrativo.

En este precario panorama irrumpió Selim III, un gobernante moldeado por una conciencia inusualmente aguda de las realidades militares y diplomáticas europeas. Antes de ceñirse el turbante de sultán, había visto cómo el imperio luchaba en guerras contra Rusia y Austria, y había asimilado el mensaje de que las prácticas militares otomanas se estaban quedando rezagadas. Además, heredó una cultura cortesana que aún valoraba la grandeza imperial clásica, pero también vivió en una época en la que la información circulaba más rápidamente, a través de diplomáticos, comerciantes, textos traducidos y reportes cada vez más regulares desde el extranjero. Para Selim III, gobernar exigía nuevas herramientas, y la reforma se convirtió en un lenguaje central para la supervivencia.

Selim III ascendió al trono en 1789, en un momento en que las presiones militares y fiscales del imperio eran inmediatas e implacables. La larga guerra con Rusia y Austria había agotado el tesoro y sobrecargado el reclutamiento. Incluso después de la guerra, el costo de simplemente mantener la preparación seguía siendo alto. Por esa razón, la reforma bajo Selim III no fue un solo decreto o un programa aislado; fue un intento de reorganizar la capacidad del estado para hacer la guerra, recaudar ingresos y gestionar el personal de una manera más predecible. En el corazón de su agenda se encontraba el Nizam-ı Cedid, a menudo traducido como el «Nuevo Orden», cuyo objetivo era construir un ejército modernizado y disciplinado, entrenado y equipado según las líneas europeas.

La lógica del Nizam-ı Cedid era sencilla: un nuevo ejército requería nuevo entrenamiento, nuevas armas y, por lo tanto, nuevo dinero. No obstante, la simplicidad de esa lógica chocó con la compleja ecología de la política otomana. Financiar las reformas significaba redirigir los flujos de ingresos, crear nuevos impuestos y desafiar a los actores establecidos. El tesoro del Nizam-ı Cedid, creado para apoyar a las nuevas fuerzas, simbolizó este choque porque estableció un canal fiscal que eludía las redes de distribución más antiguas. En la práctica, la iniciativa le indicó a muchos grupos —especialmente a los jenízaros y sus aliados— que el estado estaba construyendo una institución rival diseñada para reemplazarlos. Incluso algunos notables provinciales, que habían tolerado un centro débil mientras respetara su influencia regional, se mostraron recelosos de un ejército imperial revitalizado.

Aun así, Selim III siguió adelante, no como un teórico distante, sino como un gobernante que intentaba equilibrar el ideal con la política factible. Cultivó burócratas con mentalidad reformista y buscó experiencia técnica en el extranjero. Instructores y asesores europeos, aunque nunca fueron los únicos impulsores del cambio, pasaron a formar parte del debate reformista otomano, particularmente en artillería e ingeniería. Al mismo tiempo, la participación de la corte con las prácticas europeas no se tradujo en una rendición cultural; más bien, reflejó una voluntad pragmática de adoptar técnicas mientras se afirmaba que la soberanía del imperio y su legitimidad islámica permanecían intactas. Esta distinción era importante porque la reforma no podía tener éxito si parecía socavar el papel del sultán como guardián de la tradición.

Sin embargo, incluso las reformas cuidadosamente enmarcadas se toparon con el problema estructural de la confianza. En un imperio donde muchos puestos se obtenían mediante el patrocinio y donde los actores locales habían aprendido a protegerse de los cambios repentinos desde la capital, la innovación podía parecer imprevisibilidad. El Nizam-ı Cedid también amenazaba los acuerdos informales que ayudaban a mantener el imperio en funcionamiento día a día. Por ejemplo, los comerciantes y artesanos temían la inestabilidad y las alteraciones de los precios, mientras que los residentes urbanos se preocupaban por prácticas parecidas al reclutamiento forzoso que podían alejar a los hombres de sus oficios. Por lo tanto, la resistencia no siempre fue ideológica; con frecuencia fue económica y comunitaria, basada en el cálculo de quién cargaría con mayores cargas.

Mientras tanto, el entorno internacional ofrecía poco margen de maniobra. La presencia francesa en Egipto y el caos general del período revolucionario y napoleónico intensificaron la volatilidad diplomática. El gobierno otomano tuvo que cooperar con una potencia europea para contener a otra, todo mientras gestionaba el escepticismo interno sobre las alianzas extranjeras. Esta recalibración constante hizo que la reforma fuera más difícil porque la modernización militar requería continuidad, y la continuidad era difícil cuando la supervivencia política exigía cambios rápidos. Asimismo, los rivales europeos se volvieron cada vez más hábiles para usar las debilidades otomanas como palanca, ya fuera a través de privilegios comerciales, presión diplomática o apoyo a movimientos separatistas.

Mientras Selim III intentaba fortalecer el centro, las provincias seguían siendo indispensables e impredecibles. En algunas regiones, gobernadores y notables poderosos podían movilizar recursos de manera más efectiva que la capital. En otras áreas, la autoridad del estado fue desafiada por fuerzas semiautónomas. Los Balcanes, con su mezcla de rivalidades locales y un liderazgo comunal cristiano en ascenso, fueron especialmente sensibles. En Anatolia, magnates locales y líderes de bandoleros podían desestabilizar corredores enteros de viaje y recaudación de impuestos. Por lo tanto, la reforma trataba tanto de domar la fragmentación interna como de copiar manuales de instrucción extranjeros.

El desafío más profundo, empero, residía en la política de legitimidad del cambio. El gobierno otomano dependía de la percepción de que el sultán defendía la justicia, protegía la religión y mantenía el orden. Las reformas que parecían privilegiar a nuevas élites —oficiales entrenados en Europa, funcionarios financieros recién empoderados o unidades respaldadas por el palacio— podían ser interpretadas como un abandono de la justicia. Los opositores no necesitaban oponerse a la modernización como concepto abstracto; podían argumentar que reformas particulares violaban derechos establecidos. Los jenízaros y sus aliados eran especialmente hábiles para presentarse como defensores de la tradición, incluso cuando su comportamiento se parecía más a la política facciosa que a la disciplina militar.

A principios del siglo XIX, la tensión alcanzó un punto de quiebre. El levantamiento de 1807 —a menudo asociado con la rebelión de Kabakçı Mustafa— demostró la rapidez con la que una coalición de soldados descontentos, grupos urbanos y actores políticos internos podía desmantelar un programa de reforma que carecía de un amplio respaldo. Selim III fue depuesto y su maquinaria reformista fue en gran parte desmantelada. En 1808, en medio de contraataques e intrigas palaciegas, Selim III fue asesinado. La tragedia de su reinado no fue que no lograra ver el predicamento del imperio; fue que el andamiaje político necesario para apoyar la transformación aún no era lo suficientemente fuerte como para resistir una reacción coordinada.

Aun así, el legado de Selim III fue importante. Había introducido un nuevo vocabulario reformista, ampliado el círculo de burócratas que pensaban en términos técnicos e institucionales, y demostrado que el viejo sistema no podía simplemente parchearse con ajustes menores. En ese sentido, su reinado sirvió como un ensayo para una era de reformas más decisivas. Además, la propia intensidad de la resistencia enseñó a los gobernantes posteriores una lección crucial: la modernización no podía superponerse al orden existente sin enfrentar a los grupos que tenían poder coercitivo y económico. Esa lección marcaría el reinado de Mahmut II.

Cuando Mahmut II emergió como sultán en 1808, heredó no solo las presiones externas del imperio, sino también su trauma interno. Su ascensión ocurrió en un período de gran inestabilidad, con facciones rivales compitiendo por influencia y con un poder provincial obstinadamente arraigado. En muchos aspectos, los primeros años de Mahmut II fueron un ejercicio de supervivencia política. No podía imponer reformas amplias de inmediato, porque las mismas fuerzas que habían derrocado a Selim III seguían presentes y vigilantes. En consecuencia, su enfoque combinó paciencia con un timing estratégico: construir alianzas, consolidar la autoridad y esperar momentos en que la oposición pudiera ser aislada.

Uno de los actores más importantes durante los primeros años del reinado de Mahmut II fue Alemdar Mustafa Paşa, una poderosa figura provincial que sirvió brevemente como gran visir reformista. Alemdar Mustafa Paşa buscó restaurar parte de la dirección reformista de Selim III mientras estabilizaba la capital. Sus esfuerzos incluyeron el Sened-i İttifak de 1808, descrito a veces como una especie de «carta de alianza» entre el gobierno central y los notables provinciales. El documento ha sido comparado —a veces de manera demasiado simplista— con los arreglos constitucionales, pero su verdadera importancia radica en cómo reconocía el poder provincial como un hecho con el que había que negociar. Fue menos un avance liberal que un intento pragmático de asegurar la cooperación en una política fracturada.

El Sened-i İttifak no creó una armonía duradera. Alemdar Mustafa Paşa fue asesinado en un levantamiento jenízaro a finales de 1808, subrayando nuevamente cómo la política de Estambul seguía siendo vulnerable a las facciones armadas urbanas. Para Mahmut II, el mensaje fue inequívoco: no podría transformar el imperio mientras los jenízaros mantuvieran su posición arraigada. Sin embargo, no podía destruirlos de inmediato sin provocar un colapso civil. Por lo tanto, comenzó un largo proceso de preparación del terreno: endurecer el control del palacio, expandir la inteligencia, cultivar unidades leales y remodelar el entorno administrativo para que, cuando llegara el enfrentamiento, pudiera ganarlo de manera decisiva.

A lo largo de las décadas de 1810 y 1820, el imperio enfrentó crisis que pusieron a prueba la autoridad del sultán y la capacidad del estado. La guerra con Rusia siguió siendo una amenaza recurrente y la diplomacia requirió atención constante. Al mismo tiempo, la autonomía provincial en las tierras árabes y en los Balcanes complicó el control central. Los levantamientos serbios, que comenzaron a principios del siglo XIX, y la agitación más amplia en los Balcanes revelaron que los agravios locales podían fusionarse con cambios geopolíticos más amplios. Las potencias europeas se posicionaron cada vez más como protectoras de los súbditos cristianos, una postura que combinaba simpatía religiosa genuina con cálculo estratégico. Para Estambul, esto significaba que el desorden interno podía convertirse rápidamente en un asunto internacional.

La Guerra de Independencia griega, que estalló en 1821, se convirtió en uno de los desafíos definitorios del reinado de Mahmut II. La revuelta no fue simplemente un levantamiento local; fue también un crisol donde confluyeron la opinión pública europea, el sentimiento filohelénico y la rivalidad de las grandes potencias. La respuesta otomana dependió de fuerzas convencionales y de aliados regionales, sobre todo del gobernador egipcio Mehmet Alí Paşa, cuyas tropas desempeñaron un papel importante en la represión de partes de la rebelión. No obstante, el conflicto expuso los límites militares del imperio y su dependencia de intermediarios de poder semiautónomos. Asimismo, destacó una amarga ironía: el esfuerzo del imperio por preservar su integridad territorial a menudo requería empoderar a actores provinciales que luego podrían convertirse en amenazas para el centro.

La internacionalización de la lucha griega culminó en la Batalla de Navarino en 1827, donde una flota combinada británica, francesa y rusa destruyó la flota otomana-egipcia. Este evento tuvo un enorme peso simbólico y estratégico. Demostró que las potencias europeas estaban dispuestas a intervenir militarmente, y no solo diplomáticamente, en los asuntos otomanos. También paralizó la capacidad naval otomana e intensificó la necesidad de una reestructuración militar. Para Mahmut II, el desastre subrayó que el imperio no podía confiar en instituciones obsoletas para enfrentar coaliciones modernas.

En ese contexto, el movimiento interno más dramático de Mahmut II —la destrucción de los jenízaros en 1826— puede entenderse tanto como una lucha de poder interna como una respuesta estratégica a la vulnerabilidad externa. El episodio, conocido como el «Incidente Auspicioso» (Vaka-i Hayriye), fue un enfrentamiento calculado en el que el sultán movilizó fuerzas leales y una justificación religioso-legal para eliminar el cuerpo. No fue solo una batalla en las calles; fue también un teatro político de legitimidad. El estado presentó a los jenízaros como rebeldes contra la autoridad legítima, permitiendo al sultán presentar su represión como una restauración del orden en lugar de una purga arbitraria.

La eliminación de los jenízaros fue brutal y produjo una nueva realidad política. Por un lado, eliminó el obstáculo institucional más poderoso para la reforma militar. Por otro lado, abrió interrogantes sobre cómo se organizaría, disciplinaría y legitimaría el poder coercitivo. Mahmut II actuó rápidamente para establecer un nuevo ejército, a menudo denominado Asakir-i Mansure-i Muhammediye (los «Soldados Victoriosos de Mahoma»). El nombre en sí mismo era importante: vinculaba la nueva fuerza a la legitimidad islámica y al papel del sultán como protector de la fe, contrarrestando cualquier acusación de que la modernización era sinónimo de occidentalización en un sentido cultural.

Sin embargo, reformar el ejército significaba reformar el aparato administrativo y fiscal del estado. Un ejército moderno necesitaba salarios regulares, suministros estandarizados y un reclutamiento consistente. En consecuencia, Mahmut II impulsó una burocracia más centralizada, capaz de mantener registros, distribuir recursos y hacer cumplir las políticas en todas las provincias. Este esfuerzo implicó expandir el uso de ministerios y consejos permanentes, aumentar la dependencia de funcionarios escribas capacitados y remodelar la relación entre el palacio y la élite administrativa. En lugar de un imperio gobernado principalmente a través de lazos personales y acuerdos flexibles, Mahmut II buscó un imperio gobernado a través de instituciones que pudieran perdurar más allá de los patrocinadores individuales.

Un símbolo visible de este cambio fue la transformación de la apariencia oficial y la cultura cortesana. Las reformas de vestimenta —asociadas más famosamente con el fez— no fueron simplemente decisiones de moda; fueron intentos de crear un lenguaje visual uniforme para el servicio estatal. En un mundo donde la jerarquía se había expresado durante mucho tiempo a través de códigos de vestimenta complejos y marcadores localizados, la estandarización comunicaba un mensaje central: el estado otomano estaba afirmando una identidad coherente para sus funcionarios y soldados. Si bien tales políticas podían ser ridiculizadas o resentidas, también tenían un propósito práctico: reducir la visibilidad de las facciones y promover una cultura burocrática compartida.

Junto a estas reformas visibles llegaron cambios más estructurales. Mahmut II trabajó para debilitar el antiguo sistema de arrendamiento de impuestos y fortalecer la recaudación directa de ingresos cuando fuera posible. Este fue un proceso desigual, porque el imperio aún dependía de relaciones negociadas con las élites provinciales y porque la resistencia local podía ser feroz. No obstante, la dirección era clara: el centro buscaba flujos de ingresos más predecibles y una mayor supervisión. En algunas regiones, esto significó reemplazar a familias poderosas locales o forzarlas a nuevos acuerdos de servicio. En otras, significó cooptarlas en la estructura estatal emergente ofreciéndoles títulos, salarios o puestos administrativos.

La dinámica reformista también afectó a las instituciones religiosas y educativas, aunque nuevamente de manera compleja. El sistema de gobierno otomano había dependido durante mucho tiempo de la cooperación con la ulema, el establecimiento religioso letrado. Mahmut II necesitaba legitimidad religiosa, particularmente mientras desmantelaba instituciones tradicionales como los jenízaros e introducía prácticas desconocidas. Por lo tanto, a menudo buscó reformas con miras a obtener respaldos religioso-legales. Al mismo tiempo, el crecimiento de la educación técnica —especialmente en ingeniería militar y medicina— creó nuevos espacios intelectuales que no encajaban perfectamente en los marcos más antiguos. Esto no significaba necesariamente un choque directo entre religión y reforma; más bien, significaba una renegociación de la autoridad sobre el conocimiento y la experiencia.

Mientras tanto, la agenda reformista del imperio se desarrolló a la sombra de un poder provincial en ascenso que pondría a prueba los límites de la centralización otomana: Mehmet Alí Paşa de Egipto. Inicialmente, Mehmet Alí Paşa apareció como un socio valioso: capaz, ambicioso y capaz de proporcionar tropas y recursos. Con el tiempo, sin embargo, su modernización del ejército y la administración de Egipto creó un estado dentro del estado, equipado con fuerzas disciplinadas y una base fiscal que podía rivalizar con la capacidad del centro. La relación entre Estambul y El Cairo se convirtió en una lección sobre la naturaleza de doble filo de la reforma: fortalecer partes del imperio también podía generar desafíos a la unidad imperial.

El conflicto con Mehmet Alí Paşa se intensificó en la década de 1830, especialmente después de que las fuerzas egipcias avanzaran hacia Siria y Anatolia. Para Mahmut II, este fue un escenario de pesadilla: un gobernador provincial otomano, armado con tropas modernas, amenazando el corazón del imperio. La crisis forzó al imperio a una humillante dependencia de la diplomacia europea y, en algunos casos, de la presión militar europea para contener la amenaza. Las consecuencias políticas fueron enormes. La soberanía otomana tuvo que ser defendida cada vez más no solo a través de reformas internas, sino también a través de actos de equilibrio externos, donde la supervivencia del imperio dependía de los intereses cambiantes de Gran Bretaña, Francia, Rusia y Austria.

Esta época también agudizó la exposición del imperio a la influencia económica europea. Los tratados comerciales, las capitulaciones y la expansión de las redes comerciales europeas integraron los mercados otomanos en sistemas globales más amplios. Algunos grupos se beneficiaron de estas conexiones, particularmente los comerciantes vinculados a industrias de exportación o al crédito europeo. Otros sufrieron cuando los productores locales enfrentaron competencia y cuando las protecciones tradicionales se debilitaron. Para el estado otomano, la integración económica planteó un dilema: un mayor comercio podía traer ingresos, pero también expandía la influencia extranjera y complicaba los esfuerzos por controlar los aranceles y la política fiscal.

Dentro del panorama social otomano, la reforma se experimentó de manera desigual. En la capital, las nuevas unidades militares y las oficinas burocráticas crearon oportunidades de ascenso, especialmente para aquellos que podían navegar por las cambiantes reglas del servicio. En las provincias, las reformas podían sentirse como una intrusión, particularmente cuando alteraban los equilibrios de poder locales o imponían nuevas expectativas administrativas. Para los campesinos, soldados y artesanos, la modernización del estado a menudo se encontraba a través de impuestos, presiones de reclutamiento, vigilancia o procedimientos judiciales, más que a través de declaraciones elevadas. Como resultado, la memoria popular de la reforma podía estar moldeada tanto por las dificultades y la coerción como por el progreso y la racionalización.

Incluso el lenguaje de gobierno comenzó a cambiar. Un estado más centralizado requería una documentación más clara, una correspondencia estandarizada y una cultura creciente de archivo oficial. Esto no eliminó la corrupción o la ineficiencia —ni mucho menos—, pero cambió los términos del conflicto político. Las quejas podían enmarcarse cada vez más en referencia a regulaciones y procedimientos en lugar de apelaciones puramente personales. Del mismo modo, el poder estatal dependía menos de que los gobernadores individuales improvisaran soluciones y más de la capacidad de implementar políticas generales en entornos variados. Esa tensión —entre lo universal y lo local— permaneció sin resolver, pero se convirtió en un rasgo definitorio del gobierno otomano en el siglo XIX.

Mahmut II también dependió de la autoridad simbólica en una época que exigía nuevos tipos de mensajes públicos. La visibilidad del sultán, las ceremonias y su compromiso con la ciudad eran parte del gobierno, reforzando la idea de que la autoridad imperial seguía siendo activa y legítima. No obstante, los símbolos por sí solos no podían resolver los dilemas estratégicos del imperio. Las reformas no produjeron automáticamente la victoria en la guerra, ni garantizaron la lealtad en las provincias en disputa. En cambio, crearon nuevas capacidades y nuevas expectativas, que podían generar decepción con la misma facilidad cuando los resultados no estaban a la altura de las promesas.

La destrucción de los jenízaros y la creación de nuevas instituciones establecieron un modelo para movimientos reformistas posteriores. Sin embargo, las reformas de Mahmut II no fueron un sistema terminado; fueron una base establecida en medio de crisis continuas. El imperio todavía enfrentaba guerras recurrentes con Rusia, humillaciones diplomáticas y revueltas regionales. Además, los súbditos cristianos del imperio en los Balcanes vivían en un período de creciente ideología nacionalista, en el que el idioma, la religión y la narrativa histórica podían movilizarse para exigir autonomía o independencia. Las potencias europeas, por su parte, trataban cada vez más la «Cuestión Oriental» —el problema de qué sucedería con los territorios otomanos— como una preocupación central de la política continental.

El nacionalismo planteó una forma de presión particularmente desafiante porque no solo buscaba un mejor gobierno; a menudo buscaba una nueva identidad política separada del gobierno imperial. En siglos anteriores, el gobierno otomano había acomodado la diversidad a través de estructuras comunales y privilegios negociados. En el siglo XIX, esa flexibilidad seguía siendo importante, pero se enfrentaba a ideologías que afirmaban que la soberanía debía residir en «la nación», a menudo definida por el idioma y la religión. Para los gobernantes otomanos, que gobernaban un imperio de muchas comunidades, la propagación del nacionalismo amenazaba la base conceptual de la unidad imperial. La reforma podía fortalecer al estado, pero también podía fomentar una nueva conciencia política al expandir la educación, la comunicación y el alcance administrativo.

Al mismo tiempo, los reformadores otomanos tuvieron que gestionar las expectativas encontradas de los diferentes sectores. Los súbditos musulmanes podían temer que las reformas diluyeran la primacía islámica o socavaran las protecciones tradicionales. Los súbditos cristianos y judíos podían esperar que las reformas les proporcionaran una mayor igualdad y seguridad, especialmente en los tribunales y los impuestos. Las élites provinciales podían buscar garantías de su estatus, mientras que los funcionarios centrales buscaban estandarización y obediencia. Dado que estas expectativas no podían satisfacerse todas simultáneamente, la reforma a menudo produjo un ciclo de medidas parciales y consecuencias no deseadas.

El liderazgo personal de Mahmut II fue importante en este proceso. No se limitaba a emitir edictos; estaba participando en una contienda prolongada sobre la estructura del poder. Su reinado ilustró cómo la modernización en un entorno imperial podía ser inseparable de la coerción. Para debilitar a los grupos arraigados, el estado a veces tuvo que actuar con violencia, confiscar propiedades o imponer medidas punitivas. Estas acciones podían producir ganancias a corto plazo en la autoridad central mientras dejaban un amargor a largo plazo. No obstante, desde la perspectiva del sultán, la demora corría el riesgo de extinción, y la vulnerabilidad geopolítica del imperio hacía que el gradualismo pareciera un lujo.

En el ámbito administrativo, uno de los avances más significativos fue la creciente especialización de las funciones gubernamentales. En lugar de un amplio aparato imperial vagamente definido, el estado se movió hacia ministerios y consejos diferenciados. Este cambio creó nuevas trayectorias profesionales para los funcionarios y fomentó un enfoque más técnico de la gobernanza. También significó que los debates políticos podían tener lugar en foros burocráticos, no solo dentro de la política palaciega. Sin embargo, la especialización podía crear sus propias ineficiencias: el papeleo podía multiplicarse y la toma de decisiones podía ralentizarse a medida que más oficinas exigían su opinión. Aun así, la tendencia general hacia la institucionalización fue un sello distintivo de la estadidad de Mahmut II.

La cambiante postura diplomática del imperio reflejó estas transformaciones internas. Los enviados y traductores otomanos se volvieron más centrales en las relaciones exteriores, y el estado expandió su capacidad para recopilar información sobre los acontecimientos europeos. La diplomacia ya no era cuestión de misiones ocasionales; se convirtió en una práctica continua que requería personal capacitado y financiación constante. Esta profesionalización no eliminó la vulnerabilidad, pero le dio al imperio mejores herramientas para navegar en un sistema internacional cada vez más dominado por la política de las grandes potencias y las restricciones basadas en tratados.

Incluso mientras Mahmut II impulsaba la reforma, el imperio permaneció perseguido por el recuerdo de Selim III —no solo como un gobernante caído, sino como un símbolo de la reforma intentada y castigada. Ese recuerdo influyó en cómo se enmarcaron y dosificaron las reformas. La estrategia de Mahmut II sugería que la transformación institucional requería primero neutralizar a las instituciones capaces de ejercer un veto violento. En ese sentido, logró lo que Selim III no pudo: una reordenación decisiva de los fundamentos coercitivos del imperio. No obstante, esta decisión tuvo el costo de derramamiento de sangre y un miedo intensificado, revelando que la modernización podía ser tanto constructiva como destructiva.

Las consecuencias sociales de la reforma también aparecieron en la vida cotidiana. Nuevas prácticas policiales apuntaban a regular más estrictamente los espacios urbanos, abordando el crimen y la agitación política. El orden público se vinculó más explícitamente a la legitimidad del estado, especialmente en la capital, donde los disturbios habían demostrado ser capaces de cambiar regímenes. En algunos casos, un orden más estricto mejoró la seguridad para el comercio y los viajes. En otros casos, se sintió como vigilancia y represión. De cualquier manera, el estado se estaba volviendo más presente en las rutinas de la gente común, no solo como un recaudador de impuestos distante, sino como un organizador activo de la vida pública.

En las provincias, la tendencia centralizadora desafió viejos patrones de gobierno semiautónomo. Los notables locales habían desempeñado durante mucho tiempo un papel mediador, traduciendo las demandas imperiales a realidades locales. A medida que el centro buscaba eludirlos, a veces se encontraba con vacíos administrativos, porque la nueva burocracia no siempre comprendía las condiciones locales ni se ganaba el respeto local. Este desajuste podía conducir a una mala gestión, impuestos excesivos o conflictos con los líderes comunales. En consecuencia, la centralización avanzó a trompicones, con períodos de asertividad seguidos de compromisos.

Al mismo tiempo, el entorno cultural e intelectual del imperio estaba cambiando. El crecimiento de la imprenta, la circulación de noticias y la creciente importancia de la opinión pública —tanto dentro del imperio como en Europa— crearon nuevas presiones sobre la legitimidad. Si bien el estado otomano no operaba como una democracia de masas moderna, no podía ignorar cómo las narrativas sobre su comportamiento afectaban la intervención extranjera y la estabilidad interna. Por lo tanto, las reformas servían no solo a objetivos funcionales sino también reputacionales: eran señales para las potencias europeas de que el imperio era capaz de un gobierno «civilizado» en los términos que Europa definía cada vez más.

Mahmut II murió en 1839, dejando un sistema imperial transformado pero aún frágil. Había fortalecido la autoridad central, reestructurado el ejército y sentado las bases para futuras reformas administrativas que llevarían a cabo sus sucesores y ministros. Sin embargo, el dilema estratégico del imperio seguía sin resolverse. Las grandes potencias europeas seguían ejerciendo una influencia enorme, los movimientos nacionalistas seguían creciendo y los desafíos provinciales persistían. El estado que dejó atrás era más moderno en su forma institucional, pero también estaba más expuesto a las exigencias y al escrutinio de un orden internacional que tenía poca paciencia con la debilidad imperial.

Los entrelazados reinados de Selim III y Mahmut II representan, por lo tanto, más que una secuencia de reformas. Marcan un punto de inflexión en lo que significaba gobernar el Imperio Otomano en el siglo XIX. Bajo Selim III, la modernización surgió como una propuesta urgente, enmarcada por la necesidad militar y la ansiedad geopolítica, pero limitada por intereses arraigados y coaliciones frágiles. Bajo Mahmut II, la reforma se convirtió en un proyecto de reconstrucción estatal, llevado a cabo con mayor brutalidad y preparación estratégica, capaz de destruir instituciones antiguas y reemplazarlas por otras nuevas. Juntos, revelan la lucha del imperio por adaptarse a un mundo en el que el poder dependía cada vez más de ejércitos disciplinados, administración centralizada y la capacidad de gestionar tanto la diversidad interna como la presión externa.

Su época también aclara una paradoja duradera. La reforma pretendía preservar el imperio, empero, los propios procesos de centralización, estandarización y transformación militar podían intensificar el conflicto, al provocar la resistencia de los grupos desplazados, al gravar a las comunidades con nuevas demandas y al exponer al estado a expectativas europeas que no podía cumplir plenamente. En ese sentido, la transformación otomana no fue una marcha lineal hacia la «modernidad», sino un proceso disputado moldeado por la crisis, la negociación y la coerción. Gobernar en esta nueva época exigía que los gobernantes pensaran como ingenieros institucionales mientras actuaban como supervivientes políticos, y tanto Selim III como Mahmut II gobernaron teniendo presente ese difícil equilibrio.
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Capítulo 2


La Tanzimat: igualdad, ley y estado moderno
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